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1.   VISTOS

Procede la Sala a desatar el recurso de apelación interpuesto y oportunamente sustentado por la defensa y el procesado WALTER OCTAVIO MEDINA RENDÓN, contra la Sentencia Anticipada de fecha veintitrés (23) de mayo de dos mil cinco (2005) dictada por la señora Juez  Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), en la que se impuso condena de cuarenta y tres (43) meses y diecisiete (17) días de prisión al encontrarlo autor responsable de la conducta punible de hurto calificado y agravado.  

Se tiene competencia funcional y no se aprecia irregularidad sustancial que obligue a retrotraer la actuación. 

2.- HECHOS

Se investigó lo acaecido el día catorce (14) de octubre de dos mil tres (2003) en  carretera de las inmediaciones del municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.) cuando un taxi y dos motos interceptaron a un camión que transitaba por la vía y sus ocupantes procedieron a despojar al conductor del camión y de la carga que llevaba, que a la sazón, pertenecía a la empresa Nestlé.

El motorista fue encontrado más tarde en compañía del señor WALTER OCTAVIO MEDINA RENDÓN en Santa Rosa de Cabal, persona que fue aprehendida de inmediato y vinculada a la pertinente investigación.

3.- IDENTIDAD

WALTER OCTAVIO MEDINA RENDÓN es oriundo de Medellín, donde nació el dos (2) de febrero de mil novecientos setenta y dos (1972), es hijo de Margarita y Fredy, portador de la cédula de ciudadanía No. 98.558.167 expedida en Envigado (Ant.), ha laborado como conductor y escolta, convive con Magala Quintero y es padre de dos hijos.

4.-  ACEPTACIÓN DE CARGOS
La Fiscalía Treinta delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con posterioridad a la declaratoria de nulidad de lo actuado a partir de una previa diligencia de aceptación de cargos, realizó nuevamente tal diligencia el pasado once (11) de mayo de dos mil cinco (2005) ante nueva petición en ese sentido elevada por el señor MEDINA RENDÓN. En tal acto, el procesado fue ampliamente advertido sobre las consecuencias que tal aceptación generaría: sentencia condenatoria con disminución de una tercera (1/3) parte de la pena a imponer y la renuncia a debatir la prueba existente. Así mismo se realizó una relación de los medios probatorios que obraban en el expediente y se pasó a formular los cargos por la conducta punible de HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO, tipificada en el Código Penal, artículos 239, 240 numeral 4 inciso 4º (sobre medio motorizado) y 241.10 (dos o más personas que se hubieren reunido o acordado para cometer el hurto); que fueron aceptados por el señor MEDINA RENDÓN. Por su parte, el defensor solicitó que se tuviera en cuenta la disminución que en la gravedad subjetiva implicaba el cambio de la calificación inicial, en referencia a lo dispuesto por este Tribunal sobre poner en inferioridad a la víctima que había quedado simplemente a haber sido sobre vehículo automotor. Pidió que se atendiera al lapso en que su defendido había permanecido privado de la libertad y los descuentos por ocupación con miras a otorgar la excarcelación ya fuera por pena cumplida o subrogado de ejecución condicional. También solicitó que se estudiara la posibilidad de otorgar la rebaja de pena del 50 % en aplicación del principio de favorabilidad.

5.-  FALLO
El despacho de instancia, luego de estudiar las pruebas obrantes y confrontarlas con la manifestación de aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada, encontró mérito suficiente para proferir la respectiva sentencia condenatoria por la comisión del ilícito de hurto calificado y agravado.

Para imponer la pena, empezó por aclarar que no era posible aplicar las disposiciones del actual Código de Procedimiento Penal por cuanto en su artículo 6º inciso final disponía que sus disposiciones regirían única y exclusivamente para la investigación y juzgamiento de los delitos cometidos con posterioridad a su vigencia.

Aclarado lo anterior, procedió a fijar los límites de acuerdo con lo previsto en el artículo 240 del C. P. en su inciso último: cuatro (4) a ocho (8) años de prisión. Realizó el incremento  por la circunstancia de agravación descrita en el inciso 3º del citado artículo 340 (Conducta realizada por el encargado de la custodia mataerial de los bienes), con lo cual al sumarle una sexta (1/6) parte al mínimo, éste quedó en 56 meses; por lo que hacía al máximo, al adicionarle la mitad, tal extremo se convertía en 144 meses. Capitalizó también la circunstancia específica de agravación establecida en el numeral 10 del artículo 241 (dos o más personas que se hubieren reunido o acordado para cometer el hurto) con iguales incrementos a los tenidos en cuenta anteriormente, por lo que la pena estaba entre 65 meses 10 días y 216 meses de prisión.

A partir de tales extremos punitivos, obtuvo el ámbito de movilidad y calculó los cuartos, que quedaron conformados así: menor de 65 meses 10 días hasta 103 meses; medios, entre 103 y 178 meses 10 días; y máximo, desde 178 meses 10 días hasta 216 meses. Dedujo que al procesado no podían aplicársele circunstancias de menor punibilidad dado el antecedente judicial que presentaba, pero tampoco acreditaba ninguna de mayor punibilidad, lo que permitió ubicarse en el cuarto mínimo y de allí tomar el menor límite de tal manera que la sanción se tasó en 65 meses y 10 días.

Aplicó enseguida la disminución por el acogimiento a la sentencia anticipada en la etapa de la investigación y fijó una pena definitiva de 43 meses y 17 días de prisión.

En lo que respecta a la pena accesoria, impuso inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso igual al de la pena principal y se abstuvo de condenar al pago de perjuicios por no estar determinados y dejó abierta la posibilidad de acudirse para su cobro a la jurisdicción civil. Negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena por superar esta los tres (3) años de prisión y dispuso que se contabilizara para efectos de la sanción impuesta el tiempo que el procesado estuvo detenido por cuenta del otro proceso que se le adelantó en el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira, donde resultó absuelto.

6.-  IMPUGNACIÓN 

6.1 El Procesado.

El señor MEDINA RENDÓN expresa su ajenidad a los hechos por los cuales fuera condenado al afirmar que solamente advirtió la situación cuando estaba subiendo a Letras y ya era tarde, lo que lo tomó por sorpresa. Relata que mientras manejaba pensaba en cómo salir de esa situación; su única posibilidad fue quedarse con el llamado ÁNGEL en el restaurante para seguir detrás del camión y salirse de ese hecho bochornoso. Lamenta no poder aportar más datos que permitan demostrar su inocencia y por ello tuvo que aceptar los cargos.

Echa de menos que el ente Instructor no hubiera averiguado sobre los datos por él suministrados a lo cual atribuye que se le tenga por un delincuente, aunque reconoce que su pasado no es muy bueno, estima que por ello no se le debe juzgar por siempre. Tal omisión, dice, puede deberse a la congestión con lo cual no se puede averiguar mucho sobre los procesados.

Pide en consecuencia la redosificación de la pena impuesta y la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

6.2. El Abogado Defensor.

Pone de presente que una vez se solucionó la anomalía detectada por el Tribunal, se impuso una pena que era casi 10 % mayor que la determinada inicialmente. Que la calificante inicial es altamente demostrativa de peligrosidad del inculpado, es decir, en la capacidad del sujeto para hacer más daño a la víctima, calificación que cuestiona al afirmar que está casi demostrado que fue un auto atraco.

Está inconforme con la variación relacionada con la comisión de la infracción sobre el vehículo, la cual también describe como objetiva y añade que para el caso daría lo mismo sacar la carga de una bodega que bajarla de un carro.

Se refiere también a la no disminución del 50% por acogimiento a la sentencia anticipada, la cual no se concedió en decir del Juzgado por expresa prohibición de la ley y cita decisión de la Corte Suprema de Justicia donde se reconoce que puede aplicarse el principio de favorabilidad aún a procesos iniciados con ocasión de hechos cometidos antes de la vigencia de la Ley 906, con la condición de que no se refieran a instituciones propias del sistema acusatorio.

Finalmente, en lo que hace con el subrogado penal, aduce que es expectativa del procesado acceder a la condena de ejecución condicional, ya sea por producirse una rebaja que sumada al tiempo descontado hasta la fecha, permita el cumplimiento de las 3/5 partes de la sanción o por reunirse los requisitos objetivo y subjetivo.   

7.-  Para resolver, SE CONSIDERA
De conformidad con la normativa que regula el instituto de la sentencia anticipada (art. 40 C. P. P.) el procesado o su representante sólo tienen interés para recurrir en lo concerniente a la dosificación punitiva, concesión del subrogado y la extinción de dominio sobre bienes.

Desde el punto de vista de la apelación impetrada por el procesado, quien persiste en afirmar que no participó en los hechos por los cuales se encuentra vinculado, observa la Sala que no es dable en este estadio retractarse de los cargos que aceptó, además que los puntos allí tratados, no pueden ser causa válida de pronunciamiento por esta corporación, habida cuenta de la limitación legal que existe en la materia. Es verdad del proceso que el señor WALTER OCTAVIO MEDINA RENDÓN aceptó cargos por la conducta investigada y por tanto, debe atenerse a las consecuencias de tal comportamiento procesal, tal como se le advirtió durante la diligencia pertinente.

Contrario censu, emprenderá la Sala el estudio del recurso impetrado por el señor Defensor, por contener elementos sobre los cuales era factible impugnar.

7.1. Dosificación punitiva.

No hay razón que justifique la extrañeza por el aumento en la pena impuesta que ahora censura la defensa, por cuanto precisamente una de las razones por las cuales se decretó la nulidad en ocasión pasada, consistió en no tenerse en cuenta la modificación realizada por la Ley 813 de 2003 en lo que hacía referencia con el hurto sobre automotores, que implicaba una sanción mayor y por ende, modificaba el ámbito de movilidad punitivo. 

Dicho sea de paso, la Ley antes mencionada surgió como respuesta a los crecientes atentados realizados contra un importante sector de la economía del país constituido por la fuerza transportadora de bienes esenciales para la comunidad. De allí la especial protección que se intentó dar a ese sector de la economía, mediante el incremento punitivo que en su momento se consagró. Así las cosas, el legislador hizo uso del poder otorgado y modificó la pena para aquellos delitos en que se atentara contra los vehículos y/o la carga en ellos transportada, mediante la debida tipificación de ese comportamiento. Al satisfacerse la hipótesis legal allí contenida, era la norma establecida en el inciso final del artículo 240 del C.P. (inciso adicionado por virtud precisamente de la Ley 813 de 2003 en su artículo 2º) y no otra, la llamada a aplicarse en este caso concreto.

Por tanto, revisado el proceso de dosificación punitiva no encuentra la Sala irregularidad alguna, por cuanto la señora Juez de primer grado, tasó acertadamente la pena, e incluso, partió de los mínimos permitidos aunque nada le hubiera impedido dosificar una pena más alta, de conformidad con las condiciones propias en que se cometió el ilícito que ahora concita nuestra atención.

En lo referido con la suspensión condicional de la pena, no era procedente por superar la pena impuesta la cantidad de tres (3) años de prisión. Por lo que respecta a la libertad condicional, la Sala queda relevada de pronunciarse, toda vez que mientras se surtía el presente recurso en esta sede, al procesado se le concedió por parte del Juzgado de primer grado desde el pasado trece (13) de agosto tal beneficio. 

7.2.  Sobre la favorabilidad penal.

Merced a recientes pronunciamientos de la Corte Constitucional y la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, ha quedado  claro que si bien es cierto que se pueden aplicar algunas disposiciones de la Ley 906 de 2004 a asuntos relacionados con delitos cometidos antes de su vigencia, ello sólo es posible cuando no se trate de elementos estructurales del sistema acusatorio y que se refieran a idénticas situaciones
. En especial, los lineamientos allí plasmados permitieron colegir que en tratándose de la sentencia anticipada del anterior sistema no es posible aplicar la nueva codificación en aplicación del principio de favorabilidad.

Con anterioridad a tales proferimientos,  al estudiarse las figuras relacionadas con la terminación anticipada del proceso, se había concluido por parte de esta Sala lo siguiente:  1. No se aprecia evidente una contradicción entre el inciso tercero del artículo 6º de la Ley 906 de 2004 y la norma constitucional contenida en el artículo 29 (debido proceso que incorpora el principio de favorabilidad), pues no son abiertamente incompatibles sino coherentes en el diseño de dos sistemas opuestos que requieren regulaciones distintas para poder coexistir. 2. No es necesariamente más favorable la aplicación del inciso 1º del artículo 351 de la Ley 906/04, por sobre la disposición contenida en el artículo 40 de la Ley 600/00; pero además, tampoco es contundente el criterio según el cual, hay “identidad de objeto” por tratarse de instituciones asimilables.

Se tuvo en cuenta en tal recorrido que la nueva norma no es simplemente más favorable que la anterior. Para llegar a esa aseveración, no basta con el simple hecho de cotejar numéricamente las cifras allí contempladas (1/3 frente a ½), pues eso sería ir contra la realidad jurídica estipulada. 

Si se mira bien, no es realmente LA MITAD lo que amerita la regulación como descuento por el acogimiento a los cargos imputados, sino HASTA LA MITAD, que es diferente. Así las cosas, sería probable que en un caso dado la persona mereciere igual o incluso menos de la 1/3 parte que contemplaba el dispositivo anterior; luego entonces, no hay lugar a pregonar (en abstracto) favorabilidad alguna.

Pero para ir más allá de esta interpretación literal, dígase que un entendimiento sistemático nos lleva incluso a sostener que es injusta la pretensión que aquí se desea, toda vez que comparativamente con quienes delinquieron a partir del primero de enero de 2005, los infractores anteriores saldrían enormemente beneficiados en relación con los nuevos. Obsérvese no más que el nuevo sistema acusatorio arrancó con una mayor punibilidad (Ley 890 de 2004), que tiene su razón de ser en la necesidad de compensar los preacuerdos y negociaciones entre las contrapartes, es decir, se trata de un juego de contrapesos en los cuales el Estado desea obtener como contrapartida un mayor número de acogimientos. Esto, por supuesto, no estaba dentro de la filosofía del anterior sistema. 

En consecuencia, no se puede aplicar el principio de la favorabilidad penal por el advenimiento de la Ley 906 de 2004 y por tanto, no era pertinente redosificar la pena impuesta al señor WALTER OCTAVIO MEDINA RENDÓN.

Corolario de lo anterior, se confirmará la sentencia apelada.

 3.- decisión

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA  la providencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), que fue apelada.

Notifíquese Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                       VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

El Secretario de la Sala, 

WILSON FREDY LÓPEZ

� Cfr. Sentencia C-708 del 06-07-2005. M. P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa y Sentencia de Casación del 23-08-2005 Radicado 21954. M. P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés.
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